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INTRODUCCIÓN: 
Para prevenir o reparar las distintas alteraciones o agresiones medioambientales (ya sean físicas, como movimientos de tierras, obras, talas, incendios, etc.,  o químicas, como contaminación por vertidos, residuos sólidos, residuos radiactivos, emisiones de gases) ha ido surgiendo una LEGISLACIÓN PROTECTORA (general o sectorial:  legislación del suelo (abarca todo el territorio), ESPACIOS NATURALES, AGUAS, MONTES, COSTAS, FLORA Y FAUNA, de protección ATMOSFERICA) a la búsqueda de instrumentos útiles de protección medioambiental.
Por una parte, se ha hecho precisa la creación de registros administrativos específicos,  sectoriales, cuya finalidad primordial es la recopilación de información y control. (Ej.: Censo nacional de caza y pesca, registros autonómicos y registro  nacional de infractores de caza y pesca 
), aunque en algunos casos también produzcan ciertos efectos de protección jurídica (registro de aguas, catálogo de montes de utilidad pública – Art. 16 Ley montes 
- , inventarios de espacios naturales,  etc.).

 Por otra, se ha sabido aprovechar, aunque todavía hoy sólo en parte,  la existencia de los registros propiamente jurídicos (propiedad inmueble, bienes muebles y registro mercantil), que, aunque nacieron con una finalidad concreta: la seguridad jurídica del trafico inmobiliario y mercantil (ajena a preocupaciones medioambientales), ofrecen al legislador unas características idóneas para servir con eficacia a la protección del medio ambiente.

Esta ponencia trata de destacar las realidades de presente, y las posibilidades de futuro que se nos ofrecen al respecto.


Objeto: Inscribe, publica y garantiza titularidades jurídicas sobre fincas (derechos reales de goce, adquisición, o garantía).

 Características que lo hacen útil para la protección medioambiental: 


.-Como oficina pública


.-Como institución jurídica.

Como oficina: 

1.- Base territorial.

Por tener una base territorial resulta útil para la protección medioambiental de la superficie terrestre (suelo, vuelo, subsuelo, costas, aguas continentales superficiales y subterráneas)  y permite reunir y coordinar todas las calificaciones legales o administrativas de la superficie (urbanística, agraria, medioambiental,…)

(En cambio, para la protección registral del medio ambiente atmosférico (calidad del aire) se ha creado recientemente un registro específico, puramente administrativo: Registro Nacional de derechos de emisión de gases de efecto invernadero. (RDL 5/2004 de 27 agosto.)

2.- Implantación descentralizada: 

    Cercanía al ciudadano, sin riesgo de descoordinación, pues cada uno tiene competencia exclusiva sobre un territorio.

3.- Es una oficina pública: 

    Garantía y fiabilidad de la información

4.- Dotada de los mejores medios: 

    Nuevas tecnologías digitales (redes informáticas, Internet, interconexión, firma digital, digitalización de archivos, programas de bases gráficas,- Geobase- …), al servicio del tratamiento y suministro de información.

Por todo ello, podría configurarse el Registro de la propiedad como “Oficina de información ambiental” integrando la cartografía medioambiental con la cartografía registral, con efectos de mera publicidad noticia (divulgación) pero sin que ello implique la práctica de asientos registrales sujeta a los estrictos principios hipotecarios.

Como institución jurídica:

1.- Control previo de legalidad de los actos inscribibles: la calificación registral. –Art. 18 Ley Hipotecaria.

     El legislador puede encomendar expresamente al registrador (incluso al notario) el control preventivo de cualesquiera exigencias legales, además de las civiles precisas para la validez del acto: 

   Ej.: fiscales, urbanísticas, agrarias, medioambientales, seguros de responsabilidad civil, tanteos y retractos, etc.

2.- Principio de publicidad registral: Fuerte protección jurídica a su contenido. (Art. 1 Ley Hipotecaria: los asientos del registro están bajo la salvaguardia de los tribunales.

   Oponibilidad de los derechos  inscritos/ inoponiblidad de los no inscritos. 

   Utilidad medioambiental: 

1.- Protección de las titularidades públicas (dominio público, adquisiciones, deslindes) y        2.- garantía de efectividad (oponibilidad) de los expedientes administrativos o judiciales de reacción jurídica (imposición de obligaciones o sanciones). 

3.- Afección registral al pago de impuestos ecológicos o reintegro de subvenciones

En este segundo aspecto, como institución jurídica, sí son de plena aplicación de los principios hipotecarios de legalidad (calificación previa) y publicidad jurídica (oponibilidad). Los intereses medioambientales no pueden ignorar el registro de la propiedad, pues no sólo perderían un fuerte aliado en materia de disciplina urbanística y protección de la titularidad pública, sino que podrían quedar inoperantes frente a terceros de buena fe protegidos por la ge pública registral.

Mecanismos registrales concretos de protección medioambiental: 

(Vigentes o de posible implantación o desarrollo):

Como oficina de información medioambiental: 

.- Sin reflejo en los libros registrales:

.- Directiva 90/313 de CEE, trasladada al ordenamiento español por ley 38/95. 

.- Directivas posteriores, pendientes de transposición.

.- Convenios de colaboración:

      Ej.: Consejería de Medio ambiente (Junta Andalucía) y registradores de Andalucía. Año 2003.  Crea comisión técnica paritaria (4 +4), reuniones trimestrales, estudia el modo de suministro de información ambiental a los registros y su difusión posterior por éstos, fijando los procedimientos técnicos más convenientes.

.- Con nota marginal en el folio de la finca afectada: 


.- Nota marginal del Art. 73 y 74 del RD 1093/1997 de 4 julio (Reglamento Hipotecario Urbanístico, en adelante, RHU:  

Regla general: efecto de mera publicidad noticia. Sólo dar a conocer a quien consulte el registro, la calificación o situación medioambiental de la finca en el momento a que se refiera el título que origine la nota marginal, salvo los casos en que la legislación aplicable prevea un efecto distinto.

Vigencia indefinida de la nota., salvo excepciones: (condiciones impuestas con ocasión de concesión de licencias o autorizaciones (4 años si no se fija plazo a la obligación, o plazo señalado más dos años).

Comentario: esa limitación de efectos no significa que su contenido no sea oponible (que sí lo es), sino que no se garantiza que sea completo (puede haber otros situaciones que gocen de oponibilidad sin necesidad de constancia registral) ni actualizado (puede haberse modificado su contenido o vigencia sin constancia registral). 

.- Bases gráficas georreferenciadas y digitalizadas

      Art 9 LH y disposición adicional 28 de la ley 24/2001 de 28 de diciembre.

  Finalidad de las aplicaciones informáticas de tratamiento de bases gráficas:   Permitir su coordinación con las fincas registrales y la incorporación de la calificación urbanística, ambiental o administrativa que corresponda.  (Capas superpuestas de información gráfica)

  Ej.: Delimitación de espacios protegidos (parques naturales), suelos contaminados, niveles de riesgo de incendio, vías pecuarias, superficies a reforestar, mapas de ruido, corredores aéreos de vuelo, delimitación de montes, dominio publico marítimo terrestre, áreas sujetas a tanteo y retracto, …)

PRINCIPIO DE LEGALIDAD: Control registral preventivo: la calificación registral

     Limitaciones al dominio privado: 

           A lo usos inscribibles:

.- divisiones de terrenos: 

.- riesgos ambientales que conlleva:

.-cerramientos y vallas

.-nuevos accesos y caminos

.-intensificación de usos

.-parcelación urbanística con demanda de infraestructuras

.-agrarias: unidades mínimas de cultivo –art 24 y 25 ley explotaciones agrarias de 4 de julio de 1995. 

  
.- urbanísticas: licencia o declaración de innecesariedad. –art 259 ley suelo 1992, y 78 RHU, y 66 Ley ordenación urbanística Andalucía (LOUA).


.- montes: parcela mínima que establezcan las Comunidades Autónomas. Art 26 Ley Montes 21/nov/2003 

.- actos de edificación


.- requisitos urbanísticos: licencia y certificado técnico. –art 242 Ley suelo 1992, y art 176 LOUA y 45 y ss Reglamento hipotecario urbanístico (RHU).

.- requisitos ambientales previos a la licencia urbanística: Ej. art 16 Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales para su protección.  
 (Silencio positivo 2 meses)

.- Ley Andaluza de protección ambiental, de 18/5/1994


Art 20. Evaluación de impacto ambiental (anexo I).


Art 22. Informe ambiental. (anexo II)

 
Art 32. Calificación ambiental (anexo III)

           A las facultades dispositivas: 

.- tanteos y retractos:

.- Sin control registral: .-(retracto de colindantes, colindantes en código civil, y en ley explotaciones agrícolas)

.- Con control registral: 

.- arrendamientos rústicos en la anterior ley.

.- urbanísticos: áreas de tanteo y retracto (art 78 Ley orden. urbanística de Andalucía). Andalucía 17/dic/2002).tanteo 60 días, retracto 60 días.)

.- montes: para montes de superficie superior a la fijada por las CCAA, o montes protectores

Art 25 Ley Montes: tanteo 3 meses, retracto 1 año 

Art 30 Ley Forestal de Andalucía, de 15 de junio 1992

Art 52 Reglamento Forestal de Andalucía de 9/9/1997, que fija como superficie para retracto la superior a 250 hectáreas.

.- espacios naturales: art 10 ley estatal espacios naturales 27/mar/1989  (igual plazo) 

.- espacios naturales de Andalucía: art 24 ley 18/julio/1989

La falta de acreditación de las notificaciones exigidas constituye defecto subsanable para la inscripción de la transmisión.

PRINCIPIO DE LEGITIMACIÓN Y FE PÚBLICA: 

Protección registral de los bienes de titularidad pública (demaniales o patrimoniales:

          Inscripción registral, deslinde, defensa frente a colindantes:

.- Inscripción: 

Régimen general:

 .- Obligatoriedad de la inscripción: art 28 y 36 Ley patrimonio admin. Públicas 3/nov/2003.  
 tanto demaniales como patrimoniales.

.-  Plazo para inscribir bienes demaniales: 5 años. (Disp. Transit 5ª)

.-  Promoción de la inscripción: Aviso registral sobre bienes no inscritos: art 39

.-  Privilegios: 

.- titulación: certificación  administrativa (art 37) para inmatricular, modificar, (obra nueva, división horizontal, agrupaciones, divisiones y actos que no afectan a terceros), cancelar y rectificar inscripciones propias (fincas inscritas inexistentes o de imposible localización, o reconocimiento de titularidad de un tercero en doble inmatriculación).   Incluso, como novedad, para  reanudar  tracto sucesivo interrumpido.

.- exención fiscal subjetiva

.- reducción arancelaria (art 40)


.- Inscripción o nota de su calificación dominical: (art 38).

afectaciones/desafectaciones

mutaciones demaniales

adscripciones/desadscripciones

Régimen especial:



.- Montes catalogados: inscripción mediante certificación administrativa con plano topográfico y referencias catastrales. –art 18 ley montes-



.- Vías pecuarias. Art 8.4

.- Deslindes: 

.- Bienes patrimoniales: (art 50 y ss Ley Patrimonio)

   

Procedimiento: acuerdo iniciación (publicación en boletín oficial y edictos ayuntamiento, notificaciones,  nota marginal en la finca registral y anotación preventiva en colindantes), y resolución (publicación, notificación e inscripción registral, pudiendo inmatricular, rectificar descripciones, cancelar derechos, …)




.- Bienes demaniales: 

.- Dominio publico marítimo terrestre: art 11 y ss  Ley costas  28/jul/1988  

.- Montes públicos: art 21 ley montes 
: y art 34 Ley Forestal de Andalucía.

.- Vías pecuarias. Art 8 ley vías pecuarias 

Comentarios:

  .-  En costas y vías pecuarias, las inscripciones prevalecen frente a terceros del art 34 de la ley hipotecaria. Sus respectivas leyes dicen que la inscripción se hará cuando se estime conveniente. No obstante, la nueva legislación de patrimonio obliga a inscribir en todo caso.

   .-  En montes, su ley reguladora ya obliga a la inscripción, pero no se pueden rectificar inscripciones protegidas por el art 34 LH. 

.- Defensa frente a colindantes: 


Cautelas en inmatriculaciones y excesos de cabida de fincas colindantes: 

.-Calificación previa: 

.- Colindantes con Montes- art 22 ley montes- 
  exige previo informe favorable. Silencio positivo 3 meses permite inscripción.

.- Colindantes con costas. Art 15 y 16 ley costas. 
 : certificación previa. Silencio positivo 30 días permite inscripción.



.- Comunicación posterior: art 38 ley patrimonio.

.- Inscripción de expropiaciones: 

 .-   De terrenos incluidos en espacios protegidos


 Art 10 Ley espacios naturales: La declaración de un espacio como protegido lleva aparejada la de utilidad pública a efectos expropiatorios (y los derechos de tanteo y retracto a favor de la Admón.)

.- Para ampliación de vías pecuarias           .- Art  6 ley vías pecuarias. 

           .- Procedimiento general: ley expropiación forzosa, y Ley y reglamento hipotecario- art 32 RH : 
   nota marginal con expedición certificación, vigencia 3 años, , posible anotación preventiva del acta previa a la ocupación , inscripción de la expropiación libre de cargas, con cancelación de asientos posteriores a la nota marginal . Comprobación de las notificaciones pertinentes.

.- Inscripción de autorizaciones y concesiones administrativas del dominio público (Ej.: aguas, montes, costas) 

     Los aprovechamientos especiales o los usos privativos del dominio público requiere autorización (máximo 4 años) o concesión administrativa (máximo 75 años), según los casos.  (Art 86 y 93 Ley Patrimonio administraciones públicas.)

   Para su inscripción en el registro de la propiedad, se requiere la calificación de la autorización o concesión, y su previa inscripción en el registro administrativo que corresponda.

     Ej.: montes. Art 15 ley montes: en montes demaniales: régimen de autorización para actividades que la requieran por su intensidad, peligrosidad o rentabilidad.

   Concesión administrativa para cualquier utilización privativa del dominio publico forestal. 

  Ej. : Aguas: Art 59 y ss Ley Aguas 

.- Garantía registral de la eficacia de expedientes administrativos de disciplina medioambiental


(Analogía con los expedientes de disciplina urbanística).

     Permite la constancia registral del inicio de expedientes de disciplina medioambiental, ya sea dirigidos al restablecimiento de la situación inicial, declaración de obligaciones o a la imposición de sanciones.

.- Anotación preventiva. Art 56 RHU. –art 56 y ss RHU  
.

 (Anotación, vigencia 4 años prorrogable por 1 más, salvo recurso contencioso, nota marginal de expedición de certificación con expresión del domicilio de los titulares registrales)

.- Resolución:

    .- Si imposición de obligaciones, nota marginal del art  73 RHU

    .- Si imposición de sanciones y ejecución en apremio, anotación de embargo,  cuya prioridad no se retrotrae a la anotación inicial.


   .- Si imposición legal de régimen de venta forzosa por incumplimiento de obligaciones medioambientales. (analogía con derecho urbanístico). Art 87 RHU  

 Nota marginal, expedición de certificación, inscripción a favor del adjudicatario del concurso.

.- Anotación de demanda contencioso administrativa o civil: 


Contencioso administrativo: Regulada en el art  67 y ss RHU  

 
Civil: art 42.1 Ley Hipotecaria y 139 de su reglamento)

Posibilidad de solicitar y obtener anotación preventiva de la demanda interpuesta en un proceso contencioso-administrativo, o en procesos civiles,  contra actos de la administración en materia medioambiental.


Vigencia de la anotación: 4 años, prorrogable por iguales periodos sucesivos.


Inscripción de la sentencia que recaiga, con cancelación de asientos posteriores. (si son por títulos de fecha posterior a la anotación, se cancelan directamente. Si lo son por títulos de fecha anterior a la anotación, es preciso solicitar y obtener la cancelación en ejecución de sentencia, con posible oposición, que se sustanciará como incidente)

      Ej.: Montes: art 21 ley montes, en materia de deslinde: 

    Art 21.7: La resolución aprobatoria del deslinde deberá publicarse y notificarse debidamente a los interesados y colindantes. Ésta será recurrible por las personas afectadas ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, una vez agotada la vía administrativa, por razones de competencia o procedimiento, y ante la jurisdicción ordinaria si lo que se discute es el dominio, la posesión o cualquier otro derecho real.

    Art 8 ley de vías pecuarias.

.- Garantía registral del pago de impuestos o devolución de subvenciones en materia medioambiental

 
.- Control del previo pago de Impuestos: posible creación de un “impuesto ecológico”, (por ejemplo con motivo de la construcción y explotación de instalaciones industriales inscribibles en el registro de la propiedad), cuyo pago o declaración es requisito previo a la inscripción. Art 254 LH y normativa específica a implantar.

  
.- Nota marginal de afección en garantía de liquidaciones complementarias por ese impuesto, (aumento de base, o incumplimiento de condiciones de una bonificación o exención) Ej. Analogía con ITPAJD e impuesto de sucesiones.


.- Nota marginal de afección a la devolución de subvenciones

     

(art  31.4 ley general de subvenciones 17/nov/2003)  



Expresará el importe de la subvención, y plazo de la obligación asumida (mínimo 5 años). De este modo, afecta a terceros.

(registro de personas, físicas o jurídicas)

A.-Publicidad (mera divulgación) de información medioambiental relativa a la persona inscrita:  

  .-  En las CUENTAS ANUALES: especificar información sobre costes, inversiones, provisiones, o contingencias de carácter medioambiental. 

      Con carácter general: (Orden ministerio justicia 8/oct/2001- boe9/nov; ,que aprueba modelos a presentar al registro mercantil,  y resolución Instituto de Contabilidad y Auditoría de cuentas de 25/mar/2002- BOE 4 abril, que lo desarrolla

    Sectores específicos:

 Plan General de contabilidad del sector eléctrico (RD 437/98 de 20 marzo)

  Empresas concesionarias de autopistas, túneles y vías de peaje (O.M 10/dic/1998)

  Empresas de abastecimiento y saneamiento de aguas (O.M. 10/dic/1998)

  .- Resultados de AUDITORIAS AMBIENTALES, se sometimiento voluntario (EMAS, o ISO) o imperativo.

  .- Etiqueta o DISTINTIVO ECOLÓGICO, otorgado por organismos públicos o reconocidos.

  .- SUBVENCIONES recibidas para la prevención o reparación del daño medioambiental

  .- EXPEDIENTES SANCIONADORES en la materia.

Todo ello, presidido por una finalidad de mera publicidad comercial o de imagen (positiva, estímulo a la empresa, en su interés) o negativa (en su perjuicio, impuesta por alguna disposición, refuerzo de la sanción, etc.)

.

B.- Registro mercantil central: denominaciones sociales: 

  Prohibición de denominaciones sociales con nombres de espacios naturales declarados.

Ej.: DISPOSICIÓN ADICIONAL  SEXTA.  De la Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía. 

C.-Además, posible referencia a la titularidad de derechos de emisión de gases contaminantes en coordinación con el Registro Nacional de derechos de emisión. 

Posibilidad teórica de inscripción de los actos de 

transmisión y gravamen (hipoteca, embargo) de derechos de emisión. 


Como consecuencia del Protocolo de Kyoto, de 30/5/2002, y la asunción del compromiso por los Estados de controlar y reducir sus emisiones de gases a la atmósfera, se ha introducido, a modo de “mecanismo de flexibilidad”, la posibilidad de comerciar con los derechos de emisión asignados. 

    Así surge el Real Decreto Ley 5/2004 de 27 de agosto, por el que se regula el régimen del comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero (y crea el Registro nacional de derechos de emisión, adscrito al Ministerio de Medio Ambiente). 

  Y Real Decreto 6 septiembre 2004 que aprueba el primer plan nacional de asignación de derechos de emisión (2005-2007).

    Establece el total de derechos que se prevé asignar durante la vigencia del plan (tres años, aunque los planes ulteriores serán de cinco años), y los procedimientos para la asignación, (que en este plan será gratuita, y en los ulteriores lo será en un 90 por ciento). 

   Durante el primer plan, cabe, excepcionalmente, solicitar por los titulares de las explotaciones sujetas al mismo la exclusión temporal de su  aplicación.

    Finalidad del registro: “asegurar la permanente actualización de la contabilidad relativa a los derechos de emisión”

    Objeto: “inscripción de todas las operaciones relativas a la expedición, titularidad, transmisión, transferencia, entrega, retirada y cancelación de derechos de emisión”

    Funcionamiento:

 

Todas las operaciones de expedición, titularidad, transmisión, transferencia, entrega, retirada y cancelación de derechos de emisión deberán ser inscritas en el registro que constará de cuentas separadas de las que será titular cada persona a la que se expida o participe en operaciones de transmisión de derechos, incluida la Administración General del Estado, en cuya cuenta de haberes se inscribirán la totalidad de los derechos de emisión que figuren en cada plan nacional de asignación. Igualmente, deberán inscribirse las limitaciones a la transmisión de derechos, en los supuestos previstos en este real decreto ley.


   Procedimiento: 

1.- Requisito previo: ser titular de una instalación y disponer de autorización de emisión (que se obtiene de las Comunidades autónomas)

2.- Solicitar asignación de derechos de emisión (concreta, cuantificada en toneladas de dióxido de carbono).  Debe aportarse datos de emisión de los tres años anteriores y estimación de evolución futura.   

3.- Resolución (Ministerio de Medio Ambiente) que asigna derechos concretos y fija su distribución anual durante la vigencia del plan nacional..

4.- Comunicación e inscripción en el registro nacional, y comunicación a las CCAA.


Se efectúa la transferencia desde la cuenta de haberes de la Administración General del Estado (en la que inicialmente figurarán la totalidad de los derechos previstos en el plan nacional) a la cuenta de haberes del titular de la explotación o instalación.

5.- Verificación anual de las emisiones realizadas.

  Hasta el 28 de febrero de cada año, el titular ha de remitir  a la Comunidad Autónoma un informe verificado de las emisiones del año anterior.

  Hasta el 31 de marzo, la Comunidad Autónoma resuelve si es conforme, y procede a inscribir el dato en la “tabla de emisiones verificadas”

  Si discrepa, se concede trámite de alegaciones, hasta recaer la resolución que proceda.

  Si no se remite el informe verificado, la CCAA procede a la estimación de las emisiones. 

Hasta que no se hayan inscrito el dato de emisiones verificadas, no se pueden transmitir los derechos de emisión.

6.- Entrega de derechos equivalentes a las emisiones verificadas del año anterior.

    Plazo de entrega, hasta el 30 de abril de cada año.

    Se efectúa una transferencia desde la cuenta de haberes del titular a la de la Administración del Estado.

7.- Posibilidad de transmitir (comerciar) con derechos de emisión no consumidos: 

    Entre personas de la Unión Europea o de otros Estados reconocidos mediante el instrumento pertinente.

8.- Caducidad y cancelación de derechos




A los cuatro meses de la finalización de la vigencia del plan nacional.

9.- Posible imposición de sanciones por incumplimiento de los requisitos anteriores

           Ello no elimina la obligación de adquirir en su caso y entregar los derechos de emisión obligados.

Comentario: 

   Este registro nacional tiene naturaleza administrativa, en cuanto controla la asignación de derechos de emisión y su entrega o devolución tras las emisiones verificadas.

   Pero en tanto que admite expresamente la transmisión y comercio de derechos de emisión entre titulares, y con ello, implícitamente, el gravamen de tales derechos, tanto por vía de hipoteca voluntariamente constituida como de embargo trabado sobre tales derechos, tiene además un indudable contenido jurídico civil y de tráfico mercantil. 

    A este respecto, el desarrollo de la regulación de la inscripción registral de la transmisión y gravamen de tales derechos debería incorporar, por su contrastada eficacia jurídica, la aplicación de los tradicionales “principios hipotecarios o registrales” que la extensa experiencia y tradición registral ha ido perfilando al servicio de la seguridad jurídica del tráfico.


Fundamentalmente: principio de legalidad (calificación registral de los actos de transmisión y gravamen), principio de prioridad y tracto sucesivo (como requisitos previos a la inscripción),   principios de legitimación y fe pública (protección al contenido inscrito y defensa frente a lo no inscrito), y publicidad formal (posibilidad efectiva de consultar el contenido del registro)


Asimismo, en caso de ejecución de gravámenes inscritos (hipotecas o embargos), la tradicional mecánica registral (expedición de certificación de cargas en el procedimiento de ejecución, con nota marginal expresiva de ello) permite a los adquirentes o titulares de derechos posteriores conocer el estado de la ejecución, y al órgano ejecutante y posibles adjudicatario conocer los gravámenes que por ser preferentes han de subsistir. 

      La concreción de todo ello podrá llevarse a cabo, bien integrando tales principios en un registro nacional de naturaleza administrativa, llevado directamente por el Ministerio de Medio Ambiente,  bien encomendando su llevanza a algún órgano, institución, o incluso operador externo bajo el control de aquél, o bien,  como parecería más aconsejable, desde los puntos de vista de la  protección jurídica, coherencia sistemática, coordinación de titularidades y eficiencia de gestión, integrándolo como una sección más en el actual Registro de Bienes Muebles, reformando, o interpretando con flexibilidad,  la vigente ley de hipoteca mobiliaria, para admitir que esta figura pueda recaer sobre estos derechos registrados y por tanto plenamente identificables, pues aunque la enumeración actual de supuestos objeto de hipoteca mobiliaria no la prevé, (ya que  su existencia era impensable entonces), en cambio sí se previó hipotecar derechos de propiedad intelectual e industrial, los cuales, pese a tener un registro administrativo propio que determina su existencia legal, precisan del registro de bienes muebles para ser embargados o hipotecados con eficacia frente a terceros. 


Además, en su configuración actual, el registro de bienes muebles se lleva por procedimientos informáticos, presentación de documentación por vía telemática,  (plena agilidad),  con circunscripción provincial y remisión de datos al registro mercantil central, (plena coordinación y centralización de datos), por lo que puede satisfacer perfectamente los objetivos fijados en las directivas europeas al respecto y el decreto ley citado. 

      En cualquier caso, la regulación detallada del nuevo registro de derechos de emisión se encuentra actualmente pendiente de desarrollo reglamentario. 

Granada, octubre de 2004.
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REGISTRO DE LA PROPIEDAD:





REGISTRO MERCANTIL: 





REGISTRO DE BIENES MUEBLES: 





REGISTRO NACIONAL DE DERECHOS DE EMISIÓN 


DE GASES DE EFECTO INVERNADERO








NOTAS: NORMATIVA CITADA. (Selección)














� Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestre.





Artículo 35. 3. Se crea el Censo nacional de caza y pesca dependiente del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, a fin de mantener la información más completa de las poblaciones, capturas y evolución genética de las especies autorizadas, en el que se incluirán los datos que facilitarán los órganos competentes de las Comunidades Autónomas. Con este objeto, los titulares de los derechos cinegéticos y piscícolas y, en general, los cazadores y pescadores, en su caso, vendrán obligados a suministrar la información correspondiente a los citados órganos de las Comunidades Autónomas.


4. Por las Comunidades Autónomas se crearán los correspondientes Registros de infractores de caza y pesca cuyos datos deberán facilitarse al Registro nacional de infractores de caza y pesca, dependiente del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, que se crea por esta Ley.�El certificado expedido por dicho Registro nacional será requisito necesario para conceder, en su caso, la correspondiente licencia de caza o pesca.





Artículo 10. 


1. Aquellos espacios del territorio nacional, incluidas las aguas continentales, y los espacios marítimos sujetos a la jurisdicción nacional, incluidas la zona económica exclusiva y la plataforma continental, que contengan elementos y sistemas naturales de especial interés o valores naturales sobresalientes, podrán ser declarados protegidos de acuerdo con lo regulado en esta Ley.


2. La protección de estos espacios podrá obedecer, entre otras, a las siguientes finalidades:


Constituir una red representativa de los principales ecosistemas y regiones naturales existentes en el territorio nacional.


Proteger aquellas áreas y elementos naturales que ofrezcan un interés singular desde el punto de vista científico, cultural, educativo, estético, paisajístico y recreativo.


Contribuir a la supervivencia de comunidades o especies necesitadas de protección, mediante la conservación de sus hábitat.


Colaborar en programas internacionales de conservación de espacios naturales y de vida silvestre, de los que España sea parte.


3. La declaración de un espacio como protegido lleva aparejada la de utilidad pública, a efectos expropiatorios de los bienes y derechos afectados, y la facultad de la Administración competente para el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, en las transmisiones onerosas intervivos de terrenos situados en el interior del mismo.





A los efectos del ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, por el transmitente se notificarán fehacientemente a la Administración actuante las condiciones esenciales de la transmisión pretendida y, en su caso, copia fehaciente de la escritura pública en que haya sido instrumentada la citada transmisión. El derecho de tanteo podrá ejercerse en el plazo de tres meses y el de retracto en el de un año, ambos a contar desde la correspondiente notificación, que deberá efectuarse en todo caso y será requisito necesario para inscribir la transmisión en el Registro de la Propiedad.








� Ley montes  43/2003, de 21 de noviembre





Artículo 16. Catálogo de Montes de Utilidad Pública.�1. El Catálogo de Montes de Utilidad Pública es un registro público de carácter administrativo en el que se inscriben todos los montes declarados de utilidad pública.�2. La inclusión y exclusión de montes en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública y la llevanza de éste corresponde a las comunidades autónomas en sus respectivos territorios. Las comunidades autónomas darán traslado al Ministerio de Medio Ambiente de las inscripciones que practiquen así como de las resoluciones administrativas y sentencias judiciales firmes que conlleven modificaciones en el catálogo, incluidas las que atañen a permutas, prevalencias y resoluciones que, con carácter general, supongan la revisión y actualización de los montes catalogados.�3. La inclusión en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública de los montes públicos a los que se refiere el artículo 13 se hará de oficio o a instancias del titular, y se adoptará por acuerdo del órgano competente que determine cada comunidad autónoma, a propuesta de su respectivo órgano forestal, previa instrucción del correspondiente procedimiento en el que deberá ser oída la Administración titular y, en su caso, los titulares de derechos sobre dichos montes.�4. La exclusión de un monte del Catálogo de Montes de Utilidad Pública sólo procederá cuando haya perdido las características por las que fue catalogado y se regulará por el procedimiento descrito en el apartado anterior.


La exclusión parcial o permuta de una parte no significativa de un monte catalogado podrá ser autorizada por la comunidad autónoma, a propuesta de su órgano forestal, siempre que suponga una mejor definición de la superficie del monte o una mejora para su gestión y conservación.�5. Con carácter excepcional, la comunidad autónoma, previo informe de su órgano forestal y, en su caso, de la entidad titular, podrá autorizar la exclusión o permuta de una parte de un monte catalogado por razones distintas a las previstas en el apartado anterior.


� Artículo 18. Efectos jurídicos de la inclusión de los montes en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública.


1. La titularidad que en el catálogo se asigne a un monte sólo puede impugnarse en juicio declarativo ordinario de propiedad ante los tribunales civiles, no permitiéndose el ejercicio de las acciones reales del artículo 41 de la Ley Hipotecaria.


2. En los casos en los que se promuevan juicios declarativos ordinarios de propiedad de montes catalogados, será parte demandada la comunidad autónoma, además de, en su caso, la entidad titular del monte.


3. La Administración titular o gestora inscribirá los montes catalogados, así como cualquier derecho sobre ellos, en el Registro de la Propiedad, mediante certificación acompañada por un plano topográfico del monte o el levantado para el deslinde, a escala apropiada. En la certificación expedida para dicha inscripción se incluirá la referencia catastral del inmueble o inmuebles que constituyan el monte catalogado, de acuerdo con la Ley 48/2002, de 23 de diciembre, del Catastro Inmobiliario.


4. Cuando un monte catalogado se halle afectado por expediente del cual pueda derivarse otra declaración de demanialidad distinta de la forestal, a excepción de los declarados como de interés general por el Estado, y sin perjuicio de lo que, en su caso, disponga la declaración de impacto ambiental, las Administraciones competentes buscarán cauces de cooperación al objeto de determinar cuál de tales declaraciones debe prevalecer.�En el supuesto de discrepancia entre las Administraciones, resolverá, según la Administración que haya tramitado el expediente, el Consejo de Ministros o el órgano que la comunidad autónoma determine. En el caso de que ambas fueran compatibles, la Administración que haya gestionado el expediente tramitará, en pieza separada, expediente de concurrencia, a fin de armonizar el doble carácter demanial.








� Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización de las Explotaciones Agrarias.


Artículo 24. Indivisión.


1. La división o segregación de una finca rústica sólo será válida cuando no dé lugar a parcelas de extensión inferior a la unidad mínima de cultivo.�2. Serán nulos y no producirán efecto entre las partes ni con relación a tercero, los actos o negocios jurídicos, sean o no de origen voluntario, por cuya virtud se produzca la división de dichas fincas, contraviniendo lo dispuesto en el apartado anterior.�3. La partición de herencia se realizará teniendo en cuenta lo establecido en el apartado 1 de este artículo, aun en contra de lo dispuesto por el testador aplicando las reglas contenidas en el Código Civil sobre las cosas indivisibles por naturaleza o por Ley y sobre la adjudicación de las mismas a falta de voluntad expresa del testador o de convenio entre los herederos.�Artículo 25. Excepciones.


No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, se permite la división o segregación en los siguientes supuestos:





Si se trata de cualquier clase de disposición en favor de propietarios de fincas colindantes, siempre que como consecuencia de la división o segregación, tanto la finca que se divide o segrega como la colindante, no resulte de extensión inferior a la unidad mínima de cultivo.


Si la porción segregada se destina de modo efectivo, dentro del año siguiente a cualquier tipo de edificación o construcción permanente, a fines industriales o a otros de carácter no agrario, siempre que se haya obtenido la licencia prevista en la legislación urbanística y posteriormente se acredite la finalización de la edificación o construcción, en el plazo que se establezca en la correspondiente licencia, de conformidad con dicha legislación.�A los efectos del artículo 16 del Real Decreto legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, no se entenderá vulnerada la legislación agraria, cuando la transmisión de la propiedad, división o segregación tenga el destino previsto en este apartado.


Si es consecuencia del ejercicio del derecho de acceso a la propiedad establecido en la legislación especial de arrendamientos rústicos.


Si se produce por causa de expropiación forzosa, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Expropiación Forzosa.





Artículo 26. Inscripción de fincas rústicas.


1. En toda inscripción de finca rústica en el Registro de la Propiedad se expresará si es de secano o de regadío, su extensión superficial, y que sólo puede ser susceptible de división o segregación respetando la extensión de la unidad mínima de cultivo, de acuerdo con lo establecido en el presente Título.


2. La inexactitud de aquellos datos no puede favorecer a la parte que ocasionó la falsedad ni enervar los derechos establecidos en este Título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley Hipotecaria.


Artículo 27. Retracto.


1. Tendrán el derecho de retracto los propietarios de fincas colindantes que sean titulares de explotaciones prioritarias, cuando se trate de la venta de una finca rústica de superficie inferior al doble de la unidad mínima de cultivo.


2. Si fueren varios colindantes, será preferido el dueño de la finca que con la adquisición iguale o supere la extensión de la unidad mínima de cultivo. Si más de un colindante cumple esta condición tendrá preferencia el dueño de la finca de menor extensión.�3. Cuando ninguna de las fincas colindantes iguale o supere, como consecuencia de la adquisición, la unidad mínima de cultivo, será preferido el dueño de la finca de mayor extensión.�4. El plazo para ejercitar este derecho de retracto será el de un año contado desde la inscripción en el Registro de la Propiedad, salvo que antes se notifique fehacientemente a los propietarios de las fincas colindantes la venta de la finca, en cuyo caso el plazo será de sesenta días contados desde la notificación.


5. El propietario colindante que ejercite el derecho de retracto no podrá enajenar la finca retraída durante el plazo de seis años, a contar desde su adquisición.





� Ley montes: Artículo 26. Límite a la segregación de montes.�Serán indivisibles, salvo por causa no imputable al propietario, las parcelas forestales de superficie inferior al mínimo que establecerán las comunidades autónomas.





� Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales para su protección.


Artículo 16. 


1. Las autorizaciones a otorgar por la agencia de medio ambiente que se requieran en virtud de la presente Ley, cuando tuvieren por objeto actividades sujetas a autorización o licencia en materia urbanística, se instarán en el mismo acto de solicitud de estas, a cuyo efecto el interesado presentará por duplicado la documentación precisa ante el ayuntamiento respectivo.�2. En el plazo de diez días el ayuntamiento remitirá la documentación con su informe facultativo a la agencia de medio ambiente. Esta evacuará informe, que vinculará si fuere denegatorio, y remitirá el expediente en el plazo de dos meses a la administración urbanística competente.�3. Los plazos establecidos para la concesión de las autorizaciones o licencias en materia urbanística quedarán en suspenso en tanto se lleve a cabo la tramitación dispuesta en el apartado anterior o se produzca el silencio administrativo previsto en el párrafo siguiente.�4. Transcurridos dos meses a partir de la fecha en que la solicitud hubiere tenido entrada en la agencia de medio ambiente sin que se notifique informe alguno a la administración urbanística competente, esta podrá otorgar la preceptiva licencia o autorización en su caso, siempre que la actividad autorizada por silencio administrativo se ajuste al resto del ordenamiento jurídico.�5. En los demás casos, la solicitud de autorización se presentará directamente ante la agencia de medio ambiente, conforme al mismo régimen.


Artículo 17.


1. Las autorizaciones y licencias expresarán siempre el cumplimiento de los trámites establecidos en el artículo anterior.


2. No podrán adquirirse por silencio administrativo facultades contrarias a las normas reguladoras de los espacios naturales protegidos.





� Ley Montes Artículo 25. Derecho de adquisición preferente. Tanteo y retracto.�1. Las comunidades autónomas tendrán derecho de adquisición preferente, a reserva de lo dispuesto en el apartado 2, en los siguientes casos de transmisiones onerosas:





De montes de superficie superior a un límite a fijar por la comunidad autónoma correspondiente.


De montes clasificados como protectores conforme al artículo 24. 





2. En el caso de fincas o montes enclavados en un monte público o colindantes con él, el derecho de adquisición preferente corresponderá a la Administración titular del monte colindante o que contiene al enclavado. En el caso de montes colindantes con otros pertenecientes a distintas Administraciones públicas, tendrá prioridad en el ejercicio del derecho de adquisición preferente aquella cuyo monte tenga mayor linde común con el monte en cuestión.


3. No habrá derecho de adquisición preferente cuando se trate de aportación de capital en especie a una sociedad en la que los titulares transmitentes deberán ostentar una participación mayoritaria durante cinco años como mínimo.


4. Para posibilitar el ejercicio del derecho de adquisición preferente a través de la acción de tanteo, el transmitente deberá notificar fehacientemente a la Administración pública titular de ese derecho los datos relativos al precio y características de la transmisión proyectada, la cual dispondrá de un plazo de tres meses, a partir de dicha notificación, para ejercitar dicho derecho, mediante el abono o consignación de su importe en las referidas condiciones.�5. Los notarios y registradores no autorizarán ni inscribirán, respectivamente, las correspondientes escrituras sin que se les acredite previamente la práctica de dicha notificación de forma fehaciente.


6. Si se llevara a efecto la transmisión sin la indicada notificación previa, o sin seguir las condiciones reflejadas en ella, la Administración titular del derecho de adquisición preferente podrá ejercer acción de retracto en el plazo de un año contado desde la inscripción de la transmisión en el Registro de la Propiedad o, en su defecto, desde que la Administración hubiera tenido conocimiento oficial de las condiciones reales de dicha transmisión.�7. El derecho de retracto al que se refiere este artículo es preferente a cualquier otro.





� art 10 ley estatal espacios naturales 27/mar/1989


Art 10. 3. La declaración de un espacio como protegido lleva aparejada la de utilidad pública, a efectos expropiatorios de los bienes y derechos afectados, y la facultad de la Administración competente para el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, en las transmisiones onerosas intervivos de terrenos situados en el interior del mismo.�A los efectos del ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, por el transmitente se notificarán fehacientemente a la Administración actuante las condiciones esenciales de la transmisión pretendida y, en su caso, copia fehaciente de la escritura pública en que haya sido instrumentada la citada transmisión. El derecho de tanteo podrá ejercerse en el plazo de tres meses y el de retracto en el de un año, ambos a contar desde la correspondiente notificación, que deberá efectuarse en todo caso y será requisito necesario para inscribir la transmisión en el Registro de la Propiedad





�  Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía





Artículo 24.


La junta de Andalucía, a través de la agencia de medio ambiente, podrá ejercer los derechos de tanteo y retracto en todas las transmisiones onerosas de bienes y derechos intervivos de los terrenos situados en el interior de los espacios declarados protegidos, en los términos previstos por la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales Protegidos y de la Flora y Fauna Silvestres.








� Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.


Artículo 36. Obligatoriedad de la inscripción.


1. Las Administraciones públicas deben inscribir en los correspondientes registros los bienes y derechos de su patrimonio, ya sean demaniales o patrimoniales, que sean susceptibles de inscripción, así como todos los actos y contratos referidos a ellos que puedan tener acceso a dichos registros. No obstante, la inscripción será potestativa para las Administraciones públicas en el caso de arrendamientos inscribibles conforme a la legislación hipotecaria.�2. La inscripción deberá solicitarse por el órgano que haya adquirido el bien o derecho, o que haya dictado el acto o intervenido en el contrato que deba constar en el registro o, en su caso, por aquel al que corresponda su administración y gestión.


3. En los expedientes que se instruyan para la inscripción de bienes o derechos de titularidad de la Administración General del Estado o sus organismos autónomos deberá emitir informe la Abogacía del Estado. 


Si los bienes o derechos corresponden a otras entidades públicas dependientes de la Administración General del Estado, deberá emitir informe el órgano al que corresponda su asesoramiento jurídico. 


Artículo 37. Título inscribible.


1. La inscripción en el Registro de la Propiedad se practicará de conformidad con lo prevenido en la legislación hipotecaria y en esta Ley.�2. Las operaciones de agrupación, división, agregación y segregación de fincas y demás previstas en el artículo 206 de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1946 se practicarán mediante traslado de la disposición administrativa en cuya virtud se verifiquen, o mediante la certificación prevista en dicho artículo, siempre que no afecten a terceros.�3. Además de los medios previstos en el artículo 200 de la Ley Hipotecaria, la certificación a que se refiere el artículo 206 de esta ley será título válido para reanudar el tracto sucesivo interrumpido, siempre que los titulares de las inscripciones contradictorias o sus causahabientes no hayan formulado oposición dentro de los 30 días siguientes a aquel en que la Administración les hubiese dado traslado de la certificación que se propone inscribir, mediante notificación personal o, de no ser ésta posible, mediante publicación de edictos en los términos que se expresan a continuación. Si los interesados no son conocidos, podrá inscribirse la certificación cuando las inscripciones contradictorias tengan más de 30 años de antigüedad, no hayan sufrido alteración durante ese plazo y se hayan publicado edictos por plazo de 30 días comunicando la intención de inscribir la certificación en el tablón del ayuntamiento, y en el Boletín Oficial del Estado, en el de la comunidad autónoma o en el de la provincia, según cual sea la Administración que la haya expedido, sin que se haya formulado oposición por quien acredite tener derecho sobre los bienes. En la certificación se hará constar el título de adquisición del bien o derecho y el tiempo que lleva la Administración titular en la posesión pacífica del mismo.


Las inscripciones practicadas en esta forma estarán afectadas por la limitación de efectos establecida en el artículo 207 de la Ley Hipotecaria.


4. La certificación administrativa expedida por órgano competente de las Administraciones públicas será título suficiente para proceder a la cancelación o rectificación de las inscripciones a favor de la Administración pública en los siguientes supuestos:





Cuando, previa la instrucción del correspondiente procedimiento en cuya tramitación será preceptivo un informe técnico, se acredite la inexistencia actual o la imposibilidad de localización física de la finca.


Cuando se reconozca el mejor derecho o preferencia del título de un tercero sobre el de la Administración pública en caso de doble inmatriculación, previo informe de la Abogacía del Estado o del órgano asesor correspondiente de la Administración actuante.


Cuando se reconozca la titularidad, mejor derecho o preferencia del título de un tercero sobre una finca que aparezca inscrita a favor de las Administraciones públicas, previo informe de la Abogacía del Estado o del órgano asesor correspondiente de la Administración actuante.





5. La orden estimatoria de una reclamación previa a la vía judicial civil interpuesta por el interesado para que se reconozca su titularidad sobre una o varias fincas será título bastante, una vez haya sido notificada a aquél, para que se proceda a la rectificación de la inscripción registral contradictoria existente a favor de la Administración pública.


Artículo 38. Comunicación de ciertas inscripciones.


1. Cuando se inscriban en el Registro de la Propiedad excesos de cabida de fincas colindantes con otras pertenecientes a una Administración pública, el Registrador, sin perjuicio de hacer constar en la inscripción la limitación de efectos a que se refiere el artículo 207 de la Ley Hipotecaria, deberá ponerlo en conocimiento de los órganos a los que corresponda la administración de éstas, con expresión del nombre, apellidos y domicilio, si constare, de la persona o personas a cuyo favor se practicó la inscripción, la descripción de la finca y la mayor cabida inscrita.


2. Igual comunicación deberá cursarse en los supuestos de inmatriculación de fincas que sean colindantes con otras pertenecientes a una Administración pública.


3. En el caso de que estos asientos se refieran a inmuebles colindantes con otros pertenecientes a la Administración General del Estado, la comunicación se hará al Delegado de Economía y Hacienda.


Artículo 39. Promoción de la inscripción.


Los registradores de la propiedad, cuando tuvieren conocimiento de la existencia de bienes o derechos pertenecientes a las Administraciones públicas que no estuvieran inscritos debidamente, lo comunicarán a los órganos a los que corresponda su administración, para que por éstos se inste lo que proceda.


Artículo 40. Aranceles aplicables por los registradores de la propiedad.�El arancel a que esté sujeta la práctica de los asientos se reducirá en el porcentaje previsto en la normativa arancelaria registral cuando los obligados al pago sean Administraciones públicas.





� Art 18.3 ley montes





art 18. 3. La Administración titular o gestora inscribirá los montes catalogados, así como cualquier derecho sobre ellos, en el Registro de la Propiedad, mediante certificación acompañada por un plano topográfico del monte o el levantado para el deslinde, a escala apropiada. En la certificación expedida para dicha inscripción se incluirá la referencia catastral del inmueble o inmuebles que constituyan el monte catalogado, de acuerdo con la Ley 48/2002, de 23 de diciembre, del Catastro Inmobiliario.





� Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.





Artículo 11. 


Para la determinación del dominio público marítimo-terrestre se practicarán por la Administración del Estado los oportunos deslindes, ateniéndose a las características de los bienes que lo integran conforme a lo dispuesto en los artículos 3, 4 y 5 de la presente Ley.�Artículo 12. 


1.  El deslinde se incoará de oficio o a petición de cualquier persona interesada, y será aprobado por la Administración del Estado.


El plazo para notificar la resolución de los procedimientos de deslinde será de 24 meses.


2. En el procedimiento serán oídos la Comunidad Autónoma y el Ayuntamiento correspondiente, los propietarios colindantes, previa notificación, y demás personas que acrediten la condición de interesados.


3. La incoación del expediente de deslinde facultará a la Administración del Estado para realizar o autorizar, incluso en terreno privado, trabajos de toma de datos y apeos necesarios, sin perjuicio de las indemnizaciones que sean procedentes por los daños y perjuicios causados y a resultas del deslinde que se apruebe definitivamente.


4. Cuando los interesados en el expediente aporten títulos inscritos en el Registro de la Propiedad sobre terrenos que pudieran resultar incluidos en el dominio público, el órgano que tramite el expediente lo pondrá en conocimiento del Registrador a fin de que por este se practique anotación marginal preventiva de esa circunstancia.


5. La providencia de incoación del expediente de deslinde implicará la suspensión del otorgamiento de concesiones y autorizaciones en el dominio público marítimo-terrestre y en su zona de servidumbre de protección, a cuyo efecto deberá publicarse acompañada de plano en que se delimite provisionalmente la superficie estimada de aquél y de ésta. La resolución del expediente de deslinde llevará implícito el levantamiento de la suspensión.


6. Cuando por cualquier causa se altere la configuración del dominio público marítimo-terrestre, se incoará expediente de deslinde o de modificación del existente, con los efectos previstos en los apartados anteriores.


7. No obstante, podrán realizarse, previa autorización de la Administración del Estado o por ésta, obras de emergencia para prevenir o reparar daños.


Artículo 13. 


1. El deslinde aprobado, al constatar la existencia de las características físicas relacionadas en los artículos 3, 4 y 5, declara la posesión y la titularidad dominical a favor del Estado, dando lugar al amojonamiento y sin que las inscripciones del Registro de la Propiedad puedan prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes deslindados.�2. La resolución de aprobación del deslinde será título suficiente para rectificar, en la forma y condiciones que se determinen reglamentariamente, las situaciones jurídicas registrales contradictorias con el deslinde. Dicha resolución será título suficiente, asimismo, para que la Administración proceda a la inmatriculación de los bienes de dominio público cuando lo estime conveniente. En todo caso los titulares inscritos afectados podrán ejercitar las acciones que estimen pertinentes en defensa de sus derechos, siendo susceptible de anotación preventiva la correspondiente reclamación judicial.


Artículo 14. 


Las acciones civiles sobre derechos relativos a terrenos incluidos en el dominio público deslindado prescriben a los cinco años, computados a partir de la fecha de la aprobación del deslinde.





� Deslinde de montes públicos: 


art 21 ley montes





Artículo 21. Deslinde de montes de titularidad pública.


1. Los titulares de los montes públicos, junto con la Administración gestora en los montes catalogados, gozarán de la potestad de deslinde administrativo de sus montes.�2. El deslinde podrá iniciarse bien a instancia de los particulares interesados, bien de oficio por las entidades titulares o el órgano forestal de la comunidad autónoma en el caso de montes catalogados. La iniciación del expediente se anunciará en el boletín oficial de la comunidad autónoma correspondiente y mediante fijación de edictos en los ayuntamientos, y se notificará en forma a los colindantes e interesados.


3. El deslinde de los montes no catalogados se ajustará al procedimiento que determinen las respectivas Administraciones públicas titulares.


El deslinde de los montes catalogados se ajustará al procedimiento que determinen las comunidades autónomas y, cuando afecte a montes de titularidad estatal, será preceptivo el informe de la Abogacía del Estado.


4. Los deslindes deberán aprobarse a la vista de los documentos acreditativos o situaciones de posesión cualificada que acrediten la titularidad pública del monte objeto del deslinde, y establecerán sus límites con sus cabidas y plano, debiendo concretarse igualmente los gravámenes existentes.


5. Solamente tendrán valor y eficacia en el acto del apeo los títulos de dominio inscritos en el Registro de la Propiedad y aquellos otros que la Administración titular y el órgano forestal de la comunidad autónoma consideren con valor posesorio suficiente.


6. El deslinde aprobado y firme supone la delimitación del monte y declara con carácter definitivo su estado posesorio, a reserva de lo que pudiera resultar de un juicio declarativo de propiedad.�7. La resolución aprobatoria del deslinde deberá publicarse y notificarse debidamente a los interesados y colindantes. Ésta será recurrible por las personas afectadas ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, una vez agotada la vía administrativa, por razones de competencia o procedimiento, y ante la jurisdicción ordinaria si lo que se discute es el dominio, la posesión o cualquier otro derecho real.


8. La resolución definitiva del expediente de deslinde es título suficiente, según el caso, para la inmatriculación del monte, para la inscripción de rectificación de la descripción de las fincas afectadas y para la cancelación de las anotaciones practicadas con motivo del deslinde en fincas excluidas del monte deslindado. Esta resolución no será título suficiente para rectificar los derechos anteriormente inscritos a favor de los terceros a que se refiere el artículo 34 de la Ley Hipotecaria.


9. Una vez que el acuerdo de aprobación del deslinde fuera firme, se procederá al amojonamiento, con participación, en su caso, de los interesados.


10. Podrá pedirse a nombre del Estado o de la comunidad autónoma, y se acordará por los jueces y tribunales, la nulidad de actuaciones en los procedimientos judiciales a que se refiere este artículo cuando no haya sido emplazada a su debido tiempo la representación procesal del Estado o la de la comunidad autónoma, cualquiera que sea el estado en el que se encuentren los referidos procedimientos.





� Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias.�
�
Artículo 8. Deslinde.


1. El deslinde es el acto administrativo por el que se definen los límites de las vías pecuarias de conformidad con lo establecido en el acto de la clasificación.


2. El expediente de deslinde incluirá necesariamente la relación de ocupaciones, intrusiones y colindancias.


3. El deslinde aprobado declara la posesión y la titularidad demanial a favor de la Comunidad Autónoma, dando lugar al amojonamiento y sin que las inscripciones del Registro de la Propiedad puedan prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes deslindados.


4. La resolución de aprobación del deslinde será título suficiente para rectificar, en la forma y condiciones que se determinen reglamentariamente, las situaciones jurídicas registrales contradictorias con el deslinde. Dicha resolución será título suficiente para que la Comunidad Autónoma proceda a la inmatriculación de los bienes de dominio público cuando lo estime conveniente.


En todo caso, quienes se consideren afectados por la resolución aprobatoria del deslinde podrán ejercitar las acciones que estimen pertinentes en defensa de sus derechos y solicitar la anotación preventiva de la correspondiente reclamación judicial.


5. Cuando los interesados en un expediente de deslinde aporten títulos inscritos en el Registro de la Propiedad sobre terrenos que pudieran resultar incluidos en el dominio público, el órgano que tramite dicho expediente lo pondrá en conocimiento del Registrador a fin de que por éste se practique la anotación marginal preventiva de esa circunstancia.


6. Las acciones civiles sobre derechos relativos a terrenos incluidos en el dominio público deslindado prescriben a los cinco años, computados a partir de la fecha de la aprobación del deslinde.


7. En el procedimiento se dará audiencia al Ayuntamiento correspondiente, a los propietarios colindantes, previa notificación, y a las organizaciones o colectivos interesados cuyo fin sea la defensa del medio ambiente.








� Art 22 ley montes: Artículo 22. Asientos registrales de montes privados.�1. Toda inmatriculación o inscripción de exceso de cabida en el Registro de la Propiedad de un monte o de una finca colindante con monte demanial o ubicado en un término municipal en el que existan montes demaniales requerirá el previo informe favorable de los titulares de dichos montes y, para los montes catalogados, el del órgano forestal de la comunidad autónoma.


2. Tales informes se entenderán favorables si desde su solicitud por el registrador de la propiedad transcurre un plazo de tres meses sin que se haya recibido contestación. La nota marginal de presentación tendrá una validez de cuatro meses.


3. Para los montes catalogados, los informes favorables o el silencio administrativo positivo derivado del apartado 2 no impedirán el ejercicio por la Administración de las oportunas acciones destinadas a la corrección del correspondiente asiento registral.





� Art 15 y 16 ley costas





Artículo 15. 


1. Cuando se trate de inmatricular en el Registro de la Propiedad fincas situadas en la zona de servidumbre de protección a que se refiere el artículo 23, en la descripción de aquellas se precisará si lindan o no con el dominio público marítimo-terrestre. En caso afirmativo no podrá practicarse la inmatriculación si no se acompaña al título la certificación de la Administración del Estado que acredite que no se invade el dominio público.


2. Si en la descripción de la finca se expresa que no linda con el dominio público marítimo-terrestre o no se hace declaración alguna a este respecto, el Registrador requerirá al interesado para que identifique y localice la finca en el plano proporcionado al efecto por la Administración del Estado. Si de dicha identificación resultase la no colindancia, el Registrador practicará la inscripción haciendo constar en ella ese extremo.


Si a pesar de esa identificación o por no poder llevarse a efecto, el Registrador sospechase una posible invasión del dominio público marítimo-terrestre, pondrá en conocimiento de la Administración del Estado la solicitud de inscripción, dejándola entre tanto en suspenso hasta que aquella expida certificación favorable.


3. Transcurridos treinta días desde la petición de oficio de la certificación a que se refiere el apartado anterior sin que se haya recibido contestación, podrá procederse a la inscripción.�4. Si no estuviese aprobado el deslinde, se iniciará el correspondiente procedimiento, a costa del interesado, dentro de un plazo que no podrá ser superior a tres meses desde la correspondiente solicitud, quedando entre tanto en suspenso la inscripción solicitada.�Artículo 16. 


1. Las mismas reglas del artículo anterior se aplicarán a las inscripciones de excesos de cabida, salvo que se trate de fincas de linderos fijos o de tal naturaleza que excluyan la posibilidad de invasión del dominio público marítimo-terrestre.





�  Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas





Artículo 38. Comunicación de ciertas inscripciones.


1. Cuando se inscriban en el Registro de la Propiedad excesos de cabida de fincas colindantes con otras pertenecientes a una Administración pública, el Registrador, sin perjuicio de hacer constar en la inscripción la limitación de efectos a que se refiere el artículo 207 de la Ley Hipotecaria, deberá ponerlo en conocimiento de los órganos a los que corresponda la administración de éstas, con expresión del nombre, apellidos y domicilio, si constare, de la persona o personas a cuyo favor se practicó la inscripción, la descripción de la finca y la mayor cabida inscrita.


2. Igual comunicación deberá cursarse en los supuestos de inmatriculación de fincas que sean colindantes con otras pertenecientes a una Administración pública.


3. En el caso de que estos asientos se refieran a inmuebles colindantes con otros pertenecientes a la Administración General del Estado, la comunicación se hará al Delegado de Economía y Hacienda.











� Art 6 ley vías pecuarias 





Artículo 6. Creación, ampliación y restablecimiento.


La creación, ampliación y restablecimiento de las vías pecuarias corresponde a las Comunidades Autónomas en sus respectivos ámbitos territoriales. Dichas actuaciones llevan aparejadas la declaración de utilidad pública a efectos expropiatorios de los bienes y derechos afectados.











� Art 32 Reglamento Hipotecario





Artículo 32. �Los asientos derivados de procedimientos de expropiación forzosa se practicarán conforme a las normas establecidas en la legislación especial y a las siguientes:





Los Registradores harán constar, en su caso, por nota al margen de las inscripciones correspondientes, que han expedido la certificación de dominio y cargas a efectos de la expropiación e indicarán su fecha y el procedimiento de que se trate. Estas notas se cancelarán por caducidad transcurridos tres años desde su fecha, si en el Registro no consta algún nuevo asiento relacionado con el mismo expediente.


Para que los títulos de expropiación puedan inscribirse si se trata de fincas o derechos inscritos, el expediente deberá entenderse con el titular registral o quien justifique ser su causahabiente, por sí o debidamente representado, en la forma prevenida por la legislación especial, sin perjuicio de la intervención de otros interesados, si los hubiere.


Podrá extenderse anotación preventiva a favor del expropiante o beneficiario mediante el acta previa a la ocupación y el resguardo de depósito provisional. La anotación tendrá la duración señalada en el artículo 86 de la Ley y se convertirá en inscripción mediante el documento que acredite el pago o la consignación del justo precio, con el acta de ocupación.


Será título inscribible a favor del expropiante o beneficiario el acta en que consten el pago y la ocupación, o solamente el acta de ocupación, acompañada en este caso del documento que acredite la consignación del justo precio o del correspondiente resguardo de depósito del mismo. En virtud de dichos títulos se practicará, en su caso, la inmatriculación.


A los efectos de la inscripción, se entenderá fijado definitivamente el justo precio cuando, por no haber acuerdo, haya sido determinado aquél por el Jurado Provincial de Expropiación o el organismo competente con arreglo a las disposiciones especiales.


El dominio y las cargas, gravámenes, derechos reales y limitaciones de toda clase, inscritos con posterioridad a la fecha de la nota marginal a que se refiere este artículo, se cancelarán al practicarse la inscripción a favor del expropiante o beneficiario y en virtud del mismo título, aunque los interesados no hayan sido parte en el expediente, para cuya cancelación bastará su expresión genérica.


Para que puedan cancelarse los asientos de fecha anterior a dicha nota deberá constar que los interesados han sido citados en forma legal y que concurrieron por sí o debidamente representados al pago, o que se consignó el precio o la parte necesaria del mismo, según los casos. En el título se determinarán los asientos que deban cancelarse y subsistir con referencia a los datos registrales.


Los asientos contendrán las circunstancias prevenidas para la inscripción en la legislación hipotecaria y las necesarias según la legislación especial. Si no pudiera hacerse constar alguna circunstancia se expresará así en el título, y, en su caso, en la inscripción.





� Art 15 ley montes





Artículo 15. Régimen de usos en el dominio público forestal.�1. La Administración gestora de los montes demaniales podrá dar carácter público a aquellos usos respetuosos con el medio natural, siempre que se realicen sin ánimo de lucro y de acuerdo con la normativa vigente, en particular con lo previsto en los instrumentos de planificación y gestión aplicables, y cuando sean compatibles con los aprovechamientos, autorizaciones o concesiones legalmente establecidos.


2. La Administración gestora de los montes demaniales someterá a otorgamiento de autorizaciones aquellas actividades que, de acuerdo con la normativa autonómica, la requieran por su intensidad, peligrosidad o rentabilidad. En los montes catalogados será preceptivo el informe favorable del órgano forestal de la comunidad autónoma.


3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los aprovechamientos forestales en el dominio público forestal se regirán por lo que se establece en los artículos 36 y 37 de esta Ley.�4. La Administración gestora de los montes demaniales someterá a otorgamiento de concesión todas aquellas actividades que impliquen una utilización privativa del dominio público forestal. En los montes catalogados, esta concesión requerirá el informe favorable de compatibilidad con la persistencia de los valores naturales del monte por parte del órgano forestal de la comunidad autónoma.





� Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas.





Artículo 59. Concesión administrativa.


1. Todo uso privativo de las aguas no incluido en el artículo 54 requiere concesión administrativa.�2. Las concesiones se otorgarán teniendo en cuenta la explotación racional conjunta de los recursos superficiales y subterráneos, sin que el título concesional garantice la disponibilidad de los caudales concedidos.


3. Si para la realización de las obras de una nueva concesión, fuese necesario modificar la toma o captación de otra u otras preexistentes, el organismo de cuenca podrá imponer, o proponer en su caso, la modificación, siendo los gastos y perjuicios que se ocasionen a cargo del peticionario.


4. Toda concesión se otorgará según las previsiones de los Planes Hidrológicos, con carácter temporal y plazo no superior a setenta y cinco años. Su otorgamiento será discrecional, pero toda resolución será motivada y adoptada en función del interés público. Las concesiones serán susceptibles de revisión con arreglo a lo establecido en el artículo 65 de esta Ley.�5. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, los órganos de la Administración Central o de las Comunidades Autónomas podrán acceder a la utilización de las aguas previa autorización especial extendida a su favor o del Patrimonio del Estado, sin perjuicio de terceros.





� Art 56 y ss RHU





Artículo 56. Anotación preventiva de incoación de expedientes de disciplina urbanística.�La Administración legalmente competente, con el fin de asegurar el resultado de los expedientes de disciplina urbanística y la reposición de los bienes afectados al Estado que tuvieren con anterioridad a la infracción, podrá acordar que se tome anotación preventiva de la incoación de dichos expedientes. La anotación sólo podrá practicarse sobre la finca en que se presuma cometida la infracción o incumplida la obligación de que se trate en cada caso.�Artículo 57. Título para practicar la anotación.


El título para practicar la anotación será la certificación expedida por el Secretario de la Administración competente en la que se hagan constar, además de las circunstancias previstas en el artículo 2.2, las siguientes:





Fecha del acuerdo y órgano que lo hubiere adoptado.


Que el acuerdo ha sido notificado al titular registral.


El objeto del expediente, su fecha de iniciación y la solicitud expresa de que se tome la anotación.





Artículo 58. Actuación del Registrador de la Propiedad. Certificación y nota de expedición.�Practicada la anotación, el Registrador devolverá uno de los ejemplares con nota de haberse extendido el asiento al que acompañará certificación de dominio y cargas de la finca anotada, en la que se haga constar el domicilio de sus respectivos titulares, si éste constare del Registro. De la expedición de la certificación se tomará nota al margen de la última inscripción de dominio.�Artículo 59. Notificación de la anotación.�La Administración actuante notificará la adopción del acuerdo por el que fue ordenada la práctica de la anotación a todos los titulares del dominio y cargas, según la certificación expedida.�Artículo 60. Duración y prórroga de la anotación.�La anotación practicada tendrá un plazo de duración de cuatro años y podrá prorrogarse por un año más a instancia de la Administración que la hubiere solicitado.�Artículo 61. Prórroga de la anotación en caso de recurso contencioso-administrativo.�No obstante lo establecido en el artículo anterior, cuando se interpusiese recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo que motivó la anotación preventiva, la Administración podrá solicitar al Tribunal que conozca del proceso que la anotación preventiva quede prorrogada hasta que haya recaído resolución administrativa firme en el procedimiento.�Artículo 62. Cancelación de la anotación preventiva antes de la terminación del expediente.�La anotación preventiva practicada por incoación del procedimiento sancionador podrá cancelarse antes de la terminación del expediente, cuando aquélla caduque, por solicitud de la Administración que la ordenó, cuando se disponga por resolución judicial, o cuando concluya el procedimiento sin resolución expresa sobre el fondo.�El título para practicar la cancelación será, según los casos:





La certificación administrativa del acuerdo en el que se ordene la cancelación o se declare sobreseído el expediente, o solicitud del titular registral de cualquier derecho sobre la finca anotada a la que se acompañe dicha certificación.


El mandamiento judicial dictado en ejecución de la sentencia o del auto en que se hubiese decretado la cancelación.





La cancelación se practicará sin perjuicio de la indemnización que, en su caso, pudiera corresponder al titular de la finca en el supuesto en que se declare injustificado el acuerdo que ordenó la práctica en la anotación cancelada. 


Artículo 63. Efectos registrales de la terminación del expediente.�Cuando adquiera firmeza la resolución de la Administración a cuyo favor se hubiere tomado la anotación, por la que se declare la existencia de la infracción o el incumplimiento de las obligaciones correspondientes, se practicarán, según los casos, los siguientes asientos:





Si la resolución impusiere el deber de ceder fincas determinadas o partes concretas de las mismas, se practicará asiento de inscripción, siempre que la certificación correspondiente cumpliese con los requisitos establecidos en el artículo 2 de este Reglamento y el acuerdo no fuese susceptible de recurso jurisdiccional.


Si el acuerdo firme de la Administración actuante impusiera una sanción económica que diese lugar a procedimiento de apremio, se tomará, si se ordena, la anotación preventiva de embargo a que se refiere el artículo 66.


En los demás casos la terminación del expediente se hará constar por nota marginal, que producirá los efectos generales a que se refiere el artículo 73.


La certificación del acuerdo por el que se declare la terminación del expediente provocará, en todo caso, la cancelación de la anotación preventiva.





Artículo 64. Efectos registrales de la terminación del expediente en vía jurisdiccional.�Cuando el expediente administrativo hubiese sido recurrido en vía jurisdiccional, la sentencia, auto o resolución que ponga fin al procedimiento dará lugar a la práctica de los asientos que la misma ordene, en los términos y con los efectos previstos en el artículo 71 para las resoluciones judiciales que pongan fin al recurso contencioso-administrativo.�Artículo 65. Cancelación de los asientos practicados como consecuencia de la terminación del expediente.�La cancelación de los asientos practicados como consecuencia de la terminación del expediente, a que se refieren los artículos anteriores, podrá llevarse a efecto según los casos:





Cuando se trate de inscripciones éstas sólo podrán ser canceladas conforme a lo dispuesto en la Ley Hipotecaria.


Cuando se trate de las notas marginales a que se refiere el artículo 63.3, su cancelación podrá obtenerse por acuerdo de la Administración, o en virtud de resolución judicial por las que se declaren la inexistencia de la infracción, la improcedencia de las órdenes de restauración del orden jurídico o de que ha tenido lugar el incumplimiento de los deberes correspondientes. También podrá practicarse por solicitud del titular registral a la que se acompañe la certificación del acuerdo de la Administración en el que resuelva la cancelación de la nota, o la documentación que acredite, conforme a lo dispuesto en la Ley, la obtención de dicho acuerdo por silencio positivo o, en su caso, la sentencia correspondiente.





Artículo 66. Anotación de embargo en caso de sanción económica.�En los expedientes que puedan dar lugar a la imposición de una sanción económica, la Administración actuante podrá solicitar la práctica de anotación preventiva de embargo, conforme a lo establecido en la legislación para el apremio a favor de la Hacienda Pública. En el caso de que se practicare la anotación a favor de una entidad urbanística colaboradora, será requisito previo que se acredite la constitución de la misma. Los efectos de la anotación preventiva de embargo se producirán desde su propia fecha, aunque previamente se hubiere practicado anotación preventiva de incoación de expediente de disciplina urbanística.





� Art 87 y ss RHU 





Artículo 87. Nota marginal acreditativa de la inclusión de la finca en el Registro Administrativo.�De la inclusión de una finca en el Registro Administrativo de Solares y Terrenos sin urbanizar se tomará nota al margen de su última inscripción de dominio por el Registrador de la Propiedad, conforme a las siguientes reglas:





El título inscribible será el certificado en el que se contenga la transcripción literal del acuerdo de la inclusión de la finca en el Registro Administrativo de Solares y Terrenos sin Urbanizar, por el que la Administración competente solicite expresamente la práctica de la nota y en el que se haga constar que ha sido notificado el titular registral.


Cuando el procedimiento de inclusión hubiere sido incoado a instancia de persona distinta de la Administración, la nota se practicará en virtud de solicitud de ésta, acompañada del certificado a que se refiere el apartado anterior.


En la nota harán constar los datos de inscripción en el Registro Administrativo y la causa de la inclusión en el mismo de la finca sometida a venta forzosa.


La nota se cancelará en virtud de certificación de la que resulte la cancelación del asiento practicado en el Registro Administrativo o por caducidad, transcurridos tres años desde su fecha, si no se hubiere practicado asiento alguno sobre la finca relativo a la prórroga de la nota o a algún acto correspondiente al procedimiento de venta forzosa.





Artículo 88. Nota marginal acreditativa de la declaración en venta forzosa.�La resolución administrativa firme por la que se declare el incumplimiento de los deberes urbanísticos que motivaron la inclusión de la finca en el Registro administrativo, con aplicación del régimen de venta forzosa, se hará constar por nota en el Registro de la Propiedad, al margen de la última inscripción de dominio de la finca. Dicha nota se practicará en virtud de certificación literal del acuerdo, que deberá ser remitida al Registro de la Propiedad por la Administración actuante. El Registrador, simultáneamente a la práctica de la nota, expedirá certificación de dominio y cargas de la finca. Asimismo, cuando la resolución administrativa que hubiere provocado la inclusión de la finca en el Registro Administrativo, acordase la venta forzosa, el Registrador, simultáneamente a la práctica de la nota, expedirá la certificación a que se refiere este artículo.


Artículo 89. Inscripción de la adjudicación en régimen de venta forzosa.�La inscripción de la adjudicación en procedimiento de venta forzosa se sujetará a las siguiente reglas:





El título inscribible será la certificación administrativa del acuerdo de resolución del concurso a favor del adjudicatario, acompañada del acta de ocupación, y en la que se hará constar:





El pago del precio satisfecho por el adjudicatario del concurso a los titulares del dominio de la finca o de otros derechos inscritos con anterioridad a la fecha de la nota a que se refiere el artículo anterior, o la consignación del mismo en el caso de que, debidamente citados, no hubieren comparecido en el expediente. También se hará constar el pago de las cantidades a que tenga derecho la Administración actuante, según la legislación urbanística aplicable.


La especificación literal de las condiciones del concurso.


La inscripción de la finca se practicará, libre de cargas, a favor del adjudicatario del concurso, que tendrá el carácter de beneficiario.





Artículo 90. Cancelación de cargas.


En el momento en que se practique la inscripción de venta forzosa se cancelarán de oficio todas las inscripciones de dominio y cargas inscritas con fecha posterior a la de la nota y la certificación a que se refiere el artículo 88.


Artículo 91. Adquisición por la Administración.


Si la Administración actuante declarare desierto el concurso y se adjudicare la finca con destino al Patrimonio Municipal del Suelo, la inscripción se practicará a su favor, en los términos previstos en los artículos anteriores, haciéndose constar en la misma que la finca queda sujeta a lo dispuesto en la legislación urbanística sobre los efectos del incumplimiento de la obligación de edificar.





� ANOTACIONES PREVENTIVAS ORDENADAS EN PROCESO  CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO





Artículo 67. Anotación preventiva por interposición de recurso contencioso-administrativo.�El que promoviere recurso contencioso-administrativo contra los actos de la Administración pública que tengan por objeto la aprobación definitiva de los planes de ordenación, de sus instrumentos de ejecución o de licencias, podrá solicitar, con el escrito de interposición o después, si existiere justificación suficiente, que se tome anotación preventiva sobre fincas concretas y determinadas que resulten afectadas por el acto impugnado, ofreciendo indemnización por los perjuicios que pudieran seguirse en caso de ser desestimado el recurso, de tal forma que la falta de la caución que, en su caso, exija el Tribunal para evitar daños al titular de la finca o derecho anotado, impedirá la práctica de la anotación.�Artículo 68. Tramitación de la solicitud de la anotación.�La solicitud de la anotación, acompañada de certificación registral de dominio y cargas, se substanciará por los trámites establecidos en la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Será requisito para la práctica del asiento el haber oído, en todo caso, al titular registral de la finca y a los que según la certificación sean titulares de derechos y cargas que consten en ésta, así como la prestación de la caución a que se refiere el artículo anterior.�Artículo 69. Título para la anotación.�La anotación se practicará en virtud de mandamiento judicial en el que se consigne literalmente la resolución dictada y que se ha prestado, en su caso, la caución correspondiente.�Artículo 70. Anotación preventiva de la demanda.�La demanda interpuesta en el procedimiento será también anotable en los términos previstos en los artículos anteriores.�Artículo 71. Efectos de la sentencia que ponga fin al procedimiento jurisdiccional.�La sentencia firme que ponga fin al procedimiento contencioso-administrativo en el que se hubiera ordenado la anotación preventiva producirá los siguientes efectos:





Será título bastante para practicar los asientos dispuestos en ella.


Cuando de la sentencia resulte la creación, modificación o extinción del dominio o de algún derecho real inscribible, se practicarán los asientos pertinentes en la forma establecida por el artículo 198 del Reglamento Hipotecario. Dicho artículo será de aplicación también respecto de la cancelación de asientos contradictorios practicados en virtud de títulos de fecha anterior a la anotación preventiva, cuando la titularidad de los derechos proceda de actos sujetos al control de los Juzgados y Tribunales contencioso-administrativos, en cuyo caso, a efectos de la cancelación de los asientos originados por los títulos a que se refiere este artículo, se resolverá en este orden jurisdiccional lo que proceda en trámite de ejecución de sentencia, previa citación de los titulares de los derechos afectos por la posible cancelación.


Cuando de la sentencia no resulte la creación, modificación o extinción del dominio o de algún derecho real, o la modificación de la descripción de las fincas sobre las que se hubiese practicado, la propia sentencia será título bastante para la cancelación de la anotación.





Artículo 72. Prórroga y cancelación de la anotación.�La duración, prórroga y las demás cuestiones no especialmente previstas en los artículos anteriores, se regirán por lo establecido en la legislación hipotecaria para la anotación preventiva de demanda.





� “Art 31.4. Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones


En el supuesto de adquisición, construcción, rehabilitación y mejora de bienes inventariables, se seguirán las siguientes reglas:





Las bases reguladoras fijarán el período durante el cual el beneficiario deberá destinar los bienes al fin concreto para el que se concedió la subvención, que no podrá ser inferior a cinco años en caso de bienes inscribibles en un registro público, ni a dos años para el resto de bienes.�En el caso de bienes inscribibles en un registro público, deberá hacerse constar en la escritura esta circunstancia, así como el importe de la subvención concedida, debiendo ser objeto estos extremos de inscripción en el registro público correspondiente.


El incumplimiento de la obligación de destino referida en el párrafo anterior, que se producirá en todo caso con la enajenación o el gravamen del bien, será causa de reintegro, en los términos establecidos en el capítulo II del título II de esta Ley, quedando el bien afecto al pago del reintegro cualquiera que sea su poseedor, salvo que resulte ser un tercero protegido por la fe pública registral o se justifique la adquisición de los bienes con buena fe y justo título o en establecimiento mercantil o industrial, en caso de bienes muebles no inscribibles.”�





� DISPOSICIÓN ADICIONAL  SEXTA.  De la Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía


�La declaración de un espacio natural protegido conllevará la prohibición de utilizar, salvo autorización de la agencia de medio ambiente, su denominación y, en su caso, su anagrama, por cualquier tipo de personas, públicas o privadas, productos industriales o nombres comerciales, sin perjuicio de los derechos adquiridos en virtud de los correspondientes registros públicos. En tal sentido los registradores denegarán, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, toda solicitud de inscripción cuando la denominación que se pretenda sea igual o similar a la del espacio natural declarado.�Lo dispuesto en el párrafo anterior, afectará de igual modo, a los espacios naturales protegidos declarados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley.











� REAL DECRETO LEY 5/2004, de 27 de agosto, por el que se regula el régimen del comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero.


I


(exposición de motivos) La Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 2003, por la que se establece un régimen para el comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero en la Comunidad y por la que se modifica la Directiva 96/61/CE, constituye, dentro del Programa Europeo de Cambio Climático, la iniciativa más relevante de la Unión Europea (UE) para lograr que la Comunidad y sus Estados miembros puedan cumplir el compromiso de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, que asumieron al ratificar el Protocolo de Kyoto en la Convención


Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, el 30 de mayo de 2002.


El régimen que implanta la directiva se inspira en uno de los instrumentos de mercado previstos en el Protocolo de Kyoto, el comercio de emisiones, que, junto a los basados en proyectos de inversión en tecnología limpia en países terceros (desarrollo limpio y aplicación conjunta), constituyen los llamados mecanismos de flexibilidad


del Protocolo de Kyoto. 








(Derechos de emisión)


El capítulo V contiene el régimen regulador de los derechos de emisión.


El derecho de emisión es aquel derecho subjetivo, de carácter transmisible, que atribuye a su titular la facultad de emitir a la atmósfera, desde una instalación sometida


al ámbito de aplicación de este real decreto ley, una tonelada de dióxido de carbono equivalente.


El derecho de emisión es válido solamente para cada uno de los períodos de vigencia de un plan nacional de asignación. Pueden tener su origen en el plan nacional


de asignación de cualquier Estado miembro de la Unión Europea o en un tercer país, previo reconocimiento en un instrumento internacional válidamente


suscrito con arreglo a lo dispuesto en el artículo 25 de la Directiva 2003/87/CE, o bien previo reconocimiento de reducciones certificadas de emisiones o de unidades de reducción de emisiones procedentes de los mecanismos de desarrollo limpio o aplicación conjunta, respectivamente.





(Registro nacional)


El capítulo VII contiene la regulación del Registro nacional de derechos de emisión.


Se crea el Registro nacional de derechos de emisión, de acuerdo con lo establecido en  la Directiva 2003/87/CE, la Decisión 280/2004/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero de 2004, y el Reglamento de la Comisión relativo a un régimen normalizado y garantizado de registros nacionales compatible


con el régimen del registro internacional, previsto en el Protocolo de Kyoto a la Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático.


Todas las operaciones de expedición, titularidad, transmisión, transferencia, entrega, retirada y cancelación de derechos de emisión deberán ser inscritas en el registro que constará de cuentas separadas de las que será titular cada persona a la que se expida o participe en operaciones de transmisión de derechos, incluida la Administración General del Estado, en cuya cuenta de haber se inscribirán la totalidad de los derechos de emisión que figuren en cada plan nacional de asignación. Igualmente, deberán inscribirse las limitaciones a la transmisión de derechos, en los supuestos previstos en este real decreto ley.


El real decreto ley regula también el régimen de expedición y transferencia de derechos de emisión desde la cuenta de haberes del Estado a la cuenta de haberes de las instalaciones, tanto para el supuesto habitual de instalaciones existentes como para aquellas que empiecen a funcionar durante el período de vigencia del plan. Dicha transferencia corresponde hacerla al registro y tendrá lugar desde la cuenta de haberes de la Administración General del Estado a favor del titular de la instalación o, en los casos de agrupación de instalaciones,


del administrador fiduciario. En este último supuesto, se transferirá a la cuenta de la agrupación de la que es titular el administrador el total de los derechos de


emisión correspondientes a todas las instalaciones incluidas en la agrupación.


La cancelación de derechos podrá producirse en cualquier momento a petición de su titular. El titular o el administrador fiduciario, en los supuestos de agrupaciones


autorizadas, deberán entregar, antes del 30 de abril de cada año, un número de derechos de emisión equivalente al dato de emisiones verificadas inscritas en el registro. En todo caso, transcurridos cuatro meses desde la finalización del período de vigencia del Plan nacional de asignación, los derechos de emisión válidos para ese período caducarán automáticamente. 


Por último, se regula la relación del Registro nacional con el administrador central designado por la Comisión Europea, que prevé la información al Registro nacional


de irregularidades en operaciones de transmisión de derechos de emisión que detecte, con el fin de suspender cautelarmente su inscripción.
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